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SIGCMA 

San Andrés Islas, doce (12) de marzo dos mil veinticuatro (2024) 

 

MAGISTRADO  :  JAVIER DE JESÚS AYOS BATISTA  
REFERENCIA    :  PROCESO EJECUTIVO DE ALIMENTOS 
DEMANDANTE :  MARIA ALEJANDRA PRADA TRUJILLO 
DEMANDADO :  FRANKLIN DIDIER PORRAS CALA 
RADICADO  :  88-001-31-84-001-2022-00109-01 
 

NUMERO DE PROVIDENCIA:  AC004-24 

 

I. OBJETO DE DECISIÓN 

 

Procede el Suscrito Magistrado a resolver el recurso de apelación interpuesto por el 

apoderado Judicial de la parte ejecutada, contra los autos calendados catorce (14) de 

diciembre de 2022 y el dieciséis (16) de enero de 2023, proferidos por el Juzgado Primero 

Promiscuo de Familia de San Andrés, Isla, mediante los cuales se resolvió lo referente a 

la solicitud presentada por el extremo activo sobre la imposición de medidas cautelares, y 

lo relativo a la obligación alimentaria reconocida en proceso anterior, respectivamente. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Del escrito genitor y de las pruebas obrantes en el dossier se extrae que ante el Juzgado 

Primero Promiscuo de Familia del Circuito de San Andrés, Isla, se adelantó proceso 

ejecutivo de alimentos instaurado por la señora María Alejandra Prada Trujillo en 

representación de sus hijos SSPP y SDPP, a través de apoderada judicial contra el señor 

Franklin Didier Porras Cala.  

 

En escrito separado a la demanda (ver pdf 01 de la Carp de Medidas Cautelares de 

1era instancia) el extremo activo en busca del pago de los dineros adeudados por 

concepto de la cuota alimentaria a favor de sus hijos, solicitó se decretaran las siguientes 

medidas cautelares: embargo y retención de sumas de dinero depositadas por cualquier 

concepto en la entidad financiera Bancolombia, BBVA, Davivienda, Scotiabank Colpatría, 

Banco de Bogotá, Banco Occidente, Helm Bank, Banco Popular, AV Villas, Itau, 

Pichincha, Serfinanza, Banco Agrario, Banistmo, Banco Caja Social, Coomeva, Banco 

Falabella, Sudameris y Banco Mundo Mujer; requirió lo mismo sobre las acciones del 

demandado, que pudiese tener en la sociedad PORCAL Y CIA SCA; así como el embargo 

y retención del 50% del salario y prestaciones sociales que perciba el señor Porras por 

ser empleado de CLARO Colombia S.A. 
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Se vislumbra en el expediente digital que, a través de auto del catorce (14) de diciembre 

de 2022, el Juzgado Primero Promiscuo de Familia del territorio insular, decretó las 

medidas cautelares solicitadas por el extremo activo (ver pdf 03 de la subcarpeta de 

Medidas Cautelares incorporada a la Carpeta 01 primera instancia) y adicional a 

través de auto del 16 de enero de 2023,  se pronunció sobre la obligación alimentaria que 

fue decretada en la sentencia del veintiuno (21) de abril de 2021, proferida por el juzgado 

veintisiete de familia de Bogotá, en la cual se ordenó “CONDENAR al señor FRANKLIN 

DIDIER PORRAS CALA al pago de cuota alimentaria mensual a favor de sus hijos, en 

suma de DIEZ MILLONES DE PESOS”. (ver pdf 14 de la subcarpeta de Medidas 

Cautelares incorporada a la Carpeta 01 primera instancia). 

 

III. PROVIDENCIAS APELADAS 

 

 Auto 0795-22 de 14 de diciembre de 2022: 

 
En Auto No. 0795-221, la Jueza Primera Promiscua de Familia ante la solicitud de 

medidas cautelares elevada por el extremo activo, decretó el embargo y secuestro de las 

sumas de dinero que se encontrase en las cuentas bancarias del señor Porras Cala, al 

igual que, las acciones que tenga en la sociedad PORCAL Y CIA SCA, junto a sus 

rendimientos y utilidades que de ellas se deriven. De igual manera, decretó el embargo 

del 20% del salario y demás prestaciones sociales que perciba el ejecutado, en su calidad 

de empleado de CLARO COLOMBIA S.A., en tal sentido, limitando el embargo a la suma 

de Trescientos Un Millones Seiscientos Quince Mil Quinientos Pesos ($301.615.500). 

 

 Auto 0030-23 de 16 de enero de 2023: 

 
El dieciséis (16) de enero del año 2023 (ver pdf 14 de la Carp de Medidas Cautelares 

de 1era instancia), el juzgado de instancia, decretó el embargo del salario u honorarios, 

prestaciones y demás emolumentos que perciba el ejecutado señor FRANKLIN DIDIER 

PORRAS CALA, como empleado de la sociedad CLARO (COLOMBIA) - 

COMUNICACIONES CELULAR S.A. COMCEL S.A., por concepto de las cuotas 

alimentarias que se hubiesen causado en el presente proceso a partir de enero de 2023, 

por la suma que se determinó en la sentencia del 21 de abril de 2021, es decir por la 

suma de  DIEZ MILLONES DE PESOS ($10.000.000), valor que deberá allegarse 

ajustado de acuerdo a lo dispuesto en la precitada providencia de conformidad al 

incremento del salario mínimo legal mensual vigente. 

                                                           
1 Pdf 03 Carp de Medidas Cautelares de 1era instancia 
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La anterior decisión fue sustentada en el sentido de que, al decretarse las cautelas, el 

despacho omitió pronunciarse respecto al cumplimiento de la cuota de alimentos que se 

generen en lo sucesivo mientras subsista el presente proceso, en consecuencia se 

dispuso el embargo del salario, prestaciones y demás emolumentos que perciba el 

ejecutado, a fin de asegurar la oportuna satisfacción de las obligaciones alimentarias 

cobradas coactivamente dentro del sub-judice a favor de los menores S.D.P.P. y S.S.P.P.,  

conforme a lo preceptuado en el numeral 1o del Artículo 130 del Código de Infancia y 

Adolescencia. 

 
IV. TRAMITE PROCESAL EN PRIMERA INSTANCIA 

 

La parte demandada, el 26 de enero de 2023,  presentó recurso de Reposición y en 

subsidio el de Apelación2 frente a la providencia del catorce (14) de diciembre de 2022 y 

la del dieciséis (16) de enero del 2023, que fueron enunciadas anteladamente, solicitando: 

 

“1.- REVOCAR EN SU TOTALIDAD los autos proferidos por su despacho los días 14 de diciembre 

de 2022 y 16 de enero de 2023, ordenando por consiguiente el levantamiento de las medidas 

cautelares impuestas dentro de los mismos y se libren los respectivos oficios para su levantamiento.  

 

2.- Que de considerar no procedente la solicitud anterior solicito REVOCAR EN SU TOTALIDAD el 

auto del día 16 de enero de 2023 y de manera PARCIAL sírvase REVOCAR EL NUMERAL 1 Y 2 

respecto de las medidas cautelares ordenadas por su despacho mediante Auto de fecha 14 de 

diciembre de 2022.” 

 
Lo antes dicho, fundamentado en que las medidas cautelares decretadas generan un 

perjuicio para el bienestar de los niños, ya que, imposibilitan al ejecutado tener acceso a 

su única fuente de ingresos, por un lado, la retención de un 20% por parte de la 

empresa y el 80% restante por la entidad bancaria SCOTIABANK COLPATRIA, lo que de 

sumo su poderdante entraría en incumplimiento frente a las obligaciones para con sus 

hijos, pues hasta entonces y como ha hecho desde su nacimiento ha cubierto la totalidad 

(ciento por ciento) de los gastos de los niños. 

 

Así mismo, advierte que el último embargo decretado por el juzgado no es procedente, 

porque si bien, la cuota alimentaria de los niños está fijada por la suma de Diez Millones 

de pesos ($10.000.000), lo que reconoce que será discutible en el estadio procesal 

pertinente, indica que la medida excede el 100% del salario del deudor, de conformidad 

                                                           
2 Pdf 19 de la Carp de Medidas Cautelares de 1era instancia 
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con certificación de Claro Colombia, en la que se advierte que lo devengado por el señor 

Franklin es la suma de Nueve Millones Setecientos Dieciocho Mil Pesos ($9.718.000). 

 
Por su parte, la parte ejecutante, descorre el traslado del recurso de reposición en 

subsidio apelación expresando que, las medidas solicitadas por la ejecutante y 

decretadas por el despacho son regidas por presupuestos normativos distintos, en 

primera medida señala que, cuando el embargo recae sobre cuentas de ahorros en 

proceso de alimentos, no cuentan con límite embargable; en ese mismo sentido, agrega 

que en los casos que sea sobre el salario o prestaciones sociales, podrá embargarse 

hasta el 50%; de igual manera, señala que entre los bienes susceptibles de embargo, se 

encuentran las acciones de una sociedad a nombre de una persona, por lo que, al parecer 

de esa bancada las medidas cautelares decretadas están sujetas a los presupuestos 

normativos, no vulnerando, entonces con lo resuelto en ellas los derechos del ejecutado, 

por lo cual, solicita que no se repongan las providencias aludidas. 

 
En auto N°. 0184-23 de fecha veinticuatro (24) de marzo del 2023, el Juzgado de 

conocimiento, decidió no reponer las providencias y conceder el recurso de apelación, al 

considerar que ese Despacho ordenó las medidas cautelares encaminadas a la 

protección de los intereses de los niños, aunado a que las mismas se encuentran 

ajustadas al ordenamiento jurídico. 

 
Aclara la señora juez, que el porcentaje del embargo decretado fue del 20%, es decir no 

supera lo permitido en la Ley para estos casos,  

 
De igual manera, frente a los argumentos de la parte recurrente, respecto a que las 

órdenes dadas dejan desprovisto de ingresos a su representado, precisa la funcionaria 

que no puede  

desconocer de manera flagrante que el monto de la cuota alimentaria que se ordenó 

cancelar, está contenido en la sentencia judicial proferida por el Juzgado Veintisiete de 

Familia de la ciudad de Bogotá, en donde quedó demostrado que el patrimonio bruto del 

Señor Porras Cala excedía a los Dos Mil Millones de Pesos ($2.000.000.000) de acuerdo 

a lo aportado en esa instancia, por lo que, consideró que, no podría encontrar eco los 

requerimientos del recurrente, al no encontrar suficientes los argumentos esbozados por 

la apoderada del accionado.   

 
Por último, con relación al levantamiento de la cautela decretada sobre las cuotas y/o 

acciones que se indican pertenecer al ejecutado, el juzgado precisa que, al presente 

asunto se allegó certificación suscrita por el representante legal de la sociedad PORCAL 
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Y CIA S.C.A. en la que se da cuenta que el aquí ejecutado ya no integra esa sociedad en 

atención a que para el día 9 de septiembre de 2009 cedió sus acciones, quedando 

aprobado ello, en asamblea general de accionista, lo que para el despacho de instancia, 

si bien no podría en  principio entender que dicha certificación no se ajuste a la realidad,  

pues en su sentir es claro que el contenido de lo señalado en el pre mentado documento 

goza de la presunción de buena fe, no obstante, señala, no se cuenta en el expediente 

con un soporte diferente que permita demostrar de manera certera que lo referido en la 

pluricitada certificación en efecto ocurrió.  

 

V. SUSTENTACION RECURSO DE APELACIÓN 

 
Dentro de la oportunidad legal la apodera judicial de la parte demandada procedió a 

sustentar el recurso de apelación que venía incoado de manera subsidiaria al recurso de 

reposición (Ver pdf 31 del exp digital la Carp de Medidas Cautelares de 1era 

instancia), lo cual versó sobre los siguientes reparos: 

 
El primer reparo se hace frente a los embargos decretados en diferentes providencias por 

el Juzgado Primero Promiscuo de Familia de esta Ínsula, los cuales, para el apelante, es 

superior al 100% de los ingresos mensuales que percibe, lo que de sumo lo imposibilita 

para cumplir con la obligación alimentaria de sus hijos, por cuanto, el ejecutado aduce 

solo tiene como ingreso el salario pagado por la sociedad Claro Colombia S.A. 

 
Señala que, en relación a este punto el A quo al resolver el recurso de reposición, no tuvo 

en cuenta en su análisis, que impuso varias medidas que aplicadas en conjunto se 

embarga más de lo devengado por su poderdante, que en consonancia con el  certificado 

expedido por la persona jurídica CLARO Colombia S.A., su prohijado devenga 

únicamente por concepto de salario la suma de Nueve Millones Setecientos Dieciocho Mil 

Pesos ($9.718.000), lo que a juicio de la togada no es admisible pues lo ordenado en auto 

del 14 de diciembre del 2022 implica el embargo del 20% del salario, retenido por la 

sociedad Claro Colombia S.A., sumado al que recae sobre las cuentas bancarias del 

demandado, como es el caso, la cuenta de nómina Scotiabank Colpatria, en donde se le 

retiene el 80% restante del salario, es decir el ejecutado no puede acceder a su salario, y 

así cumplir con su obligación, lo que resalta si sucedía anteriormente, ya que, el ejecutado 

cubría la totalidad de los gastos de sus hijos cuando convivían todos juntos en la misma 

residencia. 

 
Así mismo, esgrime que las medidas cautelares afectan tanto la obligación que se 

pretende su cumplimiento como el mínimo vital del Señor Porras, por lo que, al embargar 
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la totalidad de sus ingresos, no se le permite cubrir los gastos propios, lo que es contrario 

a las normas aplicables al caso concreto, lo que genera para la parte recurrente una vía 

de hecho por vulneración directa a los preceptos constitucionales. 

 
Agrega que, el Juez de primera instancia yerra al mantener la medida impuesta en auto 

calendado 16 de enero de los corrientes, a través del cual impuso medida cautelar 

adicional, referente a la cuota alimentaria de los niños, la cual se fijó por la suma de Diez 

Millones de Pesos ($10.000.000, ya que impone varias medidas, las cuales aplicadas 

conjuntamente dan como resultado un embargo de incluso más del 100% de lo que 

percibe su representado, remata señalando que esta nueva medida de embargo para 

alimentos futuros por si sola excede el 100% del salario del demandado. 

 
Por otra parte, manifiesta que, no era procedente lo expresado en el auto que resuelve el 

recurso de reposición sobre el patrimonio de su representado, cuando manifestó: 

“Si de la suma equivalente a la cuota alimentaria, y el porcentaje impuesto por este despacho por 

concepto de alimentos provisionales, exceden la totalidad del salario del accionado, llama la atención 

al despacho que en la decisión adoptada por el juzgado 27 de familia de la ciudad de Bogotá 

quedara demostrado y fundamentada la decisión de la juez, que en instancia del proceso de divorcio, 

señaló que en esa oportunidad había sido demostrado que el patrimonio bruto del señor Porras Cala 

excedía los dos mil millones de pesos de acuerdo a la declaración de renta presentada en ese 

proceso; todo lo anterior se torna en razones que se consideran suficientes, para determinar que no 

podría encontrársele eco a los requerimientos que eleva el recurrente por intermedio de su portavoz 

judicial, motivos por los cuales no se repondrá la presente decisión de conformidad a las razones 

expuestas en precedencia”. 

 

Por cuanto si bien, en su argumento el a quo manifestó frente al reparo de que el salario 

era su única fuente de ingreso, que si  la decisión excede el 100% del mismo, esto fue 

determinado en la decisión del Juzgado 27 de familia, por lo tanto no era procedente, al 

no encontrarnos en el estadio procesal pertinente para referirnos a pruebas sobre los 

alimentos en concreto, sin embargo si concluye,  el ingreso de su poderdante por medio 

del traslado de la valoración y consideraciones tomadas por el fallador del Juzgado 27 de 

Familia de Bogotá para la fijación de la cuota. omitiendo como en aquella providencia 

quedó consignado que si bien el patrimonio probado a su poderdante correspondió a una 

declaración de renta de 2017, por una serie de bienes de los que el mismo explicó son de 

su familia, bienes de los cuales ostenta una sexta parte como propietario, y de los cuales 

nunca se probó cómo de esos bienes se generara algún tipo de ingreso mensual. 
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Finalmente, como argumento adicional a lo anterior, la apoderada manifiesta que puso de 

presente al a quo, lo establecido en el numeral noveno (9) artículo 597 del Código 

General del Proceso, el cual a tenor literal expresa: “Se levantarán el embargo y 

secuestro en los siguientes casos: 9. Cuando exista otro embargo o secuestro anterior.” 

en la medida en que el decreto del embargo librado el día 16 de enero de 2023 es 

posterior al embargo del 14 de diciembre de 2022 y bajo ese supuesto y atendiendo a los 

preceptos del legislador, no pueden coexistir dos embargos sobre la misma fuente, 

situación que en este caso se está generando, razón por la cual, el embargo del 16 de 

enero debe levantarse por la simple existencia del anterior. 

 

Por último, en relación al segundo reproche pone de presente que, las medidas cautelares 

decretadas no deben hacerse efectivas, ya que el señor Porras no tiene ningún vínculo 

comercial con la empresa PORCAL Y CIA, tal cómo quedó demostrada con la certificación 

aportada con el recurso de reposición. por lo que dicha solicitud resulta incluso temeraria 

ya que la demandante sabe que desde el 2009 su representado no tiene relación alguna 

con dicha sociedad.  

 

Se manifiesta en desacuerdo con lo esbozado por la Juez, ya que, no tuvo en cuenta el 

material probatorio allegado por el ejecutado al requerir documento distinto al certificado 

emitido por el Representante Legal que evidencia la relación comercial actual de la 

persona jurídica con el demandado; sin embargo para decretar la cautela no tuvo en 

cuenta que la ejecutante ni siquiera acompañó a dicha solicitud, prueba alguna que 

demostrara la relación comercial entre dicha sociedad y su apoderado, puesto que sólo 

acreditó la existencia de dicha compañía con un certificado de existencia y representación 

legal; así las cosas la parte demandada señala que el Despacho desconoció los 

postulados de libertad probatoria.  

 

V. CONSIDERACIONES 

 
Competencia y presupuestos procesales.  

Hasta ahora no se advierte ningún vicio en las instancias, que pueda invalidar lo actuado 

hasta esta etapa procesal, de igual manera se observa que esta Corporación es 

competente para abordar el estudio de este asunto; teniendo en cuenta que conforme al 

numeral 8º del artículo 321 del Código General del Proceso, el auto que resuelva sobre 

una medida cautelar es susceptible de apelación. 
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5.1 Problema Jurídico  

 
El sub examine se deberá dilucidar, si las medidas cautelares ordenadas en sede de 

primera instancia sobrepasan el límite establecido en la Ley, generando vulneración de 

los derechos constitucionales del ejecutado. 

 

Para ello véase lo siguiente,  

 
5.2 Fundamentos Normativos y Jurisprudenciales  

 
Las medidas cautelares son mecanismos que salvaguardan y garantizan el cumplimiento 

de la decisión adoptada, lo que permite resguardar los derechos de los ciudadanos que 

acuden ante el sistema judicial. La jurisprudencia de la Corte Constitucional, ha 

desarrollado la postura de que las cautelas permiten que las sentencias no sean ilusorias 

e impiden la pérdida o afectación del derecho ventilado. De igual manera, se pueden 

catalogar como un medio diligente para la prevalencia de la igualdad y el equilibrio 

procesal, propendiendo no solo por la parte activa sino también por la función 

jurisdiccional.  

En Sentencia C-054 de 1997, la corte ha señalado que la finalidad de las medidas es  

“Garantizar el ejercicio de un derecho objetivo, legal o convencionalmente reconocido (por ejemplo el cobro 

ejecutivo de créditos), impedir que se modifique una situación de hecho o de derecho (secuestro preventivo 

en sucesiones) o asegurar los resultados de una decisión judicial o administrativa futura, mientras se adelante 

y concluye la actuación respectiva, situaciones que de otra forma quedarían desprotegidas ante la no 

improbable actividad o conducta maliciosa del actual o eventual obligado”. 

De su definición y naturaleza se derivan ciertas características, permitiendo catalogarlas 

de la siguiente manera:  

“(ii) Son actos procesales, toda vez que con ellas se busca asegurar el cumplimiento de las 

decisiones del juez, lo cual es una de las funciones esenciales del proceso. (ii) Son actuaciones de 

carácter judicial, propias de un proceso. (iii) Son instrumentales, esto es, solo encuentran asidero 

cuando se dictan en función de un proceso al cual acceden. (iv) Son provisionales, y tienen como 

duración máxima el tiempo en el que subsista el proceso al cual acceden, por lo que una vez 

culminado este, la medida necesariamente deja de tener efecto. (v) Son taxativas, es decir, se 

encuentran consagradas en la ley, la cual señala el proceso dentro del cual proceden”. Corte 

Constitucional, Sentencia T-172/16, M.P. Alberto Rojas Ríos. 

En ese sentido esa Corporación ha precisado que existe relación directa entre las 

medidas cautelares y el Derecho de Acceso a la Administración de Justicia, en el 
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entendido que, en esencia es una garantía fundamental que asegura que las decisiones 

de los jueces sean ejecutadas y cumplidas, sin embargo, ha sido reiterativa en que su 

decreto debe respetar los derechos fundamentales de las personas, por lo tanto, en 

Sentencia T-206/2017 es clara la Corte al indicar que, ñAsí, una orden de embargo, secuestro, 

caución, inscripción de la demanda, entre otras, no puede vulnerar las garantías fundamentales de las 

personas, por ejemplo, los derechos al mínimo vital y al trabajo. 

Por consiguiente, el decreto de medidas cautelares tiene ciertas restricciones, las cuales han sido 

determinadas por el legislador, en uso de su facultad de libertad de configuración, con el objetivo de proteger 

los derechos fundamentales de las personas. Por ejemplo, el artículo 1677 del Código Civil prevé que no son 

embargables el salario mínimo, el lecho del deudor, sus expensas, la ropa necesaria para el abrigo de su 

familia, los artículos de alimento y combustible que existan en su poder, los utensilios del artesano o 

trabajador del campo y los uniformes y equipos de los militares según su arma y su grado.” 

En los procesos ejecutivos la medida cautelar por excelencia es el embargo y secuestro, 

contempladas de la siguiente forma en el artículo 599 del Código General del Proceso:  

Desde la presentación de la demanda el ejecutante podrá solicitar el embargo y secuestro de bienes 

del ejecutado. 

Cuando se ejecute por obligaciones de una persona fallecida, antes de liquidarse la sucesión, sólo 

podrán embargarse y secuestrarse bienes del causante. 

El juez, al decretar los embargos y secuestros, podrá limitarlos a lo necesario; el valor de los bienes 

no podrá exceder del doble del crédito cobrado, sus intereses y las costas prudencialmente 

calculadas, salvo que se trate de un solo bien o de bienes afectados por hipoteca o prenda* que 

garanticen aquel crédito, o cuando la división disminuya su valor o su venalidad. 

En el momento de practicar el secuestro el juez deberá de oficio limitarlo en la forma indicada en el 

inciso anterior, si el valor de los bienes excede ostensiblemente del límite mencionado, o aparece de 

las facturas de compra, libros de contabilidad, certificados de catastro o recibos de pago de impuesto 

predial, o de otros documentos oficiales, siempre que se le exhiban tales pruebas en la diligencia. 

En los procesos ejecutivos, el ejecutado que proponga excepciones de mérito o el tercer afectado 

con la medida cautelar, podrán solicitarle al juez que ordene al ejecutante prestar caución hasta por 

el diez por ciento (10%) del valor actual de la ejecución para responder por los perjuicios que se 

causen con su práctica, so pena de levantamiento. La caución deberá prestarse dentro de los quince 

(15) días siguientes a la notificación del auto que la ordene. Contra la providencia anterior, no 

procede recurso de apelación. Para establecer el monto de la caución, el juez deberá tener en 

cuenta la clase de bienes sobre los que recae la medida cautelar practicada y la apariencia de buen 

derecho de las excepciones de mérito. 



                          

  

 

  

   

Código:                        Versión:  Fecha:  Página 10 de 17 

 

   

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DEPARTAMENTO 

ARCHIPIÉLAGO DE SAN ANDRÉS, 

PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA 

 

SIGCMA 

La caución a que se refiere el artículo anterior, no procede cuando el ejecutante sea una entidad 

financiera o vigilada por la Superintendencia Financiera de Colombia o una entidad de derecho 

público. 

Cuando se trate de caución expedida por compañía de seguros, su efectividad podrá reclamarse 

también por el asegurado o beneficiario directamente ante la aseguradora, de acuerdo con las 

normas del Código de Comercio. 

PARÁGRAFO. El ejecutado podrá solicitar que, de la relación de bienes de su propiedad e ingresos, 

el juez ordene el embargo y secuestro de los que señale con el fin de evitar que se embarguen otros, 

salvo cuando el embargo se funde en garantía real. El juez, previo traslado al ejecutante por dos (2) 

días, accederá a la solicitud siempre que sean suficientes, con sujeción a los criterios establecidos 

en los dos incisos anteriores.” 

 

CASO CONCRETO  

Precisase en primer lugar que, las actuaciones surtidas dan cuenta del presente proceso 

ejecutivo de alimentos adelantado a través de apoderada judicial por la señora María 

Alejandra Prada Trujillo en representación de sus hijos S.S. y S.D. Porras Prada contra el 

señor Franklin Didier Porras Cala, en el cual se persigue el cumplimiento de la obligación 

reconocida en la Sentencia adiada veintiuno (21) de abril del año 2021 proferida por el 

Juzgado Veintisiete de Familia de Bogotá, en la cual se fijó como cuota de alimentos en 

favor de los menores citados la suma de Diez Millones de Pesos ($10.000.000), para lo 

cual se solicitó por el extremo activo, la imposición de varias medidas cautelares tales 

como, embargo y secuestro sobre las cuentas bancarias del demandado, sobre las 

acciones que le correspondan en la sociedad PORCAL Y CIA SCA, y sobre el salario 

devengado por este como trabajador de CLARO COLOMBIA S.A, con la finalidad de 

conseguir el pago de las obligaciones adeudas ante el incumplimiento de lo ordenado en 

la referida sentencia. 

 
De manera que, el Juzgado Primero Promiscuo de Familia de esta localidad, profirió Auto 

No. 0795-22 del 14 de diciembre de 2022, decretando embargo y secuestro de las sumas 

de dinero a nombre del Señor Franklin Porras, que se encontraran en cuentas bancarias o 

en certificados de depósito a término fijo en los bancos BANCOLOMBIA, BBVA, 

DAVIVIENDA, COLPATRIA, BOGOTÁ, OCCIDENTE, HELM BANK, POPULAR, AV 

VILLAS, ITAU, PICHINCHA, SERFINANSA, AGRARIO, BANISTMO, CAJA SOCIAL, 

SCOTIANBANK, COOMEVA, FALABELLA, SUDAMERIS y MUNDO MUJER; de igual 

manera, respecto de las acciones a nombre del ejecutado en la sociedad PORCAL Y CIA 
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SCA, junto a los rendimientos y utilidades que de ellas se deriven; de igual manera se 

decretó el embargo del 20% del salario y prestaciones sociales que perciba en su calidad 

de empleado de la sociedad CLARO COLOMBIA S.A.; por último, resolvió limitar el 

embargo a la suma de Trescientos Un Millones Seiscientos Quince Mil Quinientos Pesos 

($301.615.500). 

Posteriormente, el ente judicial al considerar que con el auto anterior no garantizó el pago 

de las cuotas alimentarias que se causaran en el transcurso del proceso, decidió el 

dieciséis (16) de enero de 2023, decretar el embargo del salario u honorarios, 

prestaciones y demás emolumentos que perciba el demandado por ser empleado de la 

sociedad Claro Colombia S.A., la medida cautelar por un valor de Diez Millones de Pesos 

($10.000.000), al ser este la suma designada para la obligación por concepto de cuota 

alimentaria.  

Las anteriores decisiones, fueron objeto de inconformidad para la letrada que representa 

al extremo ejecutado, inconformidad que estriba en que con los embargos impuestos se 

retiene un valor superior a los ingresos percibidos por su prohijado, en la medida que éste 

tiene únicamente como ingreso el salario de Nueve Millones Setecientos Dieciocho Mil 

Pesos ($9.718.000) al ser trabajador de la persona Jurídica Claro Colombia S.A., lo que 

en últimas, para la recurrente, genera una vía de hecho por vulneración directa a 

preceptos constitucionales. Del mismo modo, considera que la cautela relacionada con las 

acciones que presuntamente posee el demandado en la empresa PORCAL Y CIA, no se 

puede hacer efectiva, por cuanto no existe ninguna relación comercial entre el ejecutado y 

la sociedad, para demostrarlo aporta certificación del representante legal de dicha 

sociedad, adicional tal pedimento demuestra temeridad y mala fe por parte del extremo 

activo, de manera que era de su conocimiento que desde el año 2009 el ejecutado y la 

sociedad no tienen ninguna relación comercial. 

Sentado lo anterior, la tesis que sostendrá esta Corporación es que la providencia del 14 

de diciembre del 2022 deberá modificarse, y la del 16 de enero de 2023 deberá 

revocarse, lo que pasará a sustentarse de la siguiente manera: 

Respecto de la orden de  embargo que recae sobre las sumas de dinero depositadas en 

las cuentas bancarias a nombre del demandado, se observa que reposa en el expediente 

una única constancia de la aplicabilidad del embargo, la cual es certificada por la entidad 

Scotiabank Colpatria S.A. (ver pdf 27 del exp digital la Carp de Medidas Cautelares de 

1era instancia), lo que le permite a esta Colegiatura inferir que cualquier suma de dinero 

que se encuentre a nombre del Señor porras, será retenida por el Banco, con la finalidad 

de darle cubrimiento a las cuotas alimentarias adeudadas. 
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De ahí que, la bancada pasiva manifiesta que la cuenta sobre la que recayó la cautela es 

de nómina, lo que nos sitúa en el centro de su inconformismo, por cuanto, señala que no 

tiene acceso a lo que se le consigne por concepto del Salario devengado por el trabajo 

prestado en Claro Colombia S.A. – Comunicación Celular Comcel S.A, siendo esta la 

única fuente de ingreso del obligado probada dentro del proceso con certificado de la 

empresa calendada el diez (10) de enero de 2023.  

Es menester señalar que, sobre el salario del demandado se impuso inicialmente el 

embargo del 20% del mismo, y luego se ordenó el descuento de Diez Millones de Pesos 

($10.000.000), para cubrir alimentos futuros, para lo cual se ofició al pagador de la 

empresa Claro Colombia, para que efectuara el descuento pertinente de lo percibido por 

el ejecutado, y de manera posterior, pusiera el dinero a disposición del juzgado, entonces, 

bajo los anteriores presupuestos, el empleador debería consignar el 80% del salario 

restante a la cuenta bancaria dispuesta para esto, la cual, es su cuenta de nómina y se 

encuentra embargada, pero con la segunda cautela decretada no se podría consignar 

dinero alguno ya que incluso quedaría debiendo, según lo analizado hasta este momento.  

En particular, se tiene de presente que, la obligación alimentaria perseguida a través del 

proceso de referencia es a favor de sujetos de especial de protección, por lo cual, se debe 

analizar la Litis a la luz del numeral 1° del artículo 130 del Código de Infancia y 

Adolescencia, donde el legislador estableció las medidas especiales que podrá adoptar el 

Juez dentro de un proceso o en la sentencia del mismo, para el cumplimiento de una 

obligación alimentaria,   facultando al juzgador para ordenar al empleador descontar y 

consignar a órdenes del juzgado, hasta el 50% del salario, y hasta el mismo porcentaje de 

sus prestaciones sociales, luego de las deducciones de ley, en los casos en que el 

obligado fuere asalariado.  

Lo anterior, en armonía con lo dispuesto por la Corte Constitucional en Sentencia T – 891 

del tres (03) de diciembre del año 2013, donde se menciona que las reglas aplicables 

para los descuentos directos sobre los ingresos de una persona son: ñEn primer lugar (i), los 

descuentos directos deben respetar los máximos legales autorizados por la ley. En segundo lugar (ii), 

existe un mayor riesgo de afectar el derecho al mínimo vital cuando (ii.1) entre el salario y la persona 

exista una relación de dependencia, es decir, que sea la única fuente de ingresos; (ii.2) que de sus 

ingresos dependa su familia; y finalmente (ii.3), cuando se trate de personas de la tercera edad, por su 

condición de sujetos de especial protección, existen mayores probabilidades de lesión. Adicionalmente (iii), 

de ninguna manera es posible descontar más allá del salario mínimo legal vigente, salvo que se trate 

de embargos por deudas con cooperativas y por alimentos. En esos casos, su máximo será del 

cincuenta por ciento (50%). Por su parte, (iv) el responsable de regular los descuentos es el empleador o 
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pagador. (v) en los descuentos directos por libranza se puede descontar hasta el cincuenta por ciento (50%) 

del salario (según el caso), siempre y cuando, si se afecta el salario mínimo, no se ponga en riesgo o lesionen 

los derechos al mínimo vital y a la vida digna de la persona de acuerdo con las reglas fijadas por esta 

Corporación.” 

Ahora bien, dado que las cautelas recaen sobre el ingreso percibido por el demandado en 

su calidad de trabajador de la sociedad CLARO Colombia S.A, quien, bajo ese mismo 

sentido, es la persona jurídica encargada de descontarle la suma determinada por la 

jueza de primera instancia,  este sustanciador deberá remitirse a los artículos 154, 155 y 

156 del Código Sustantivo del Trabajo que consagran los límites del embargo del salario a 

un trabajador “Así, el artículo 154 establece la regla general según la cual “no es embargable el salario 

mínimo legal o convencional”. En otras palabras, en principio, de ninguna manera es posible que se afecte el 

salario mínimo. En consecuencia, los jueces solo pueden embargar “el excedente del salario mínimo mensual 

(…) en una quinta parte” (Artículo 155 Código Sustantivo del Trabajo). Esto quiere decir que la protección no 

solo recae sobre el salario mínimo sino también en una porción de lo que lo excede pues solo la quinta parte 

es cautelable”3, por su parte, el precepto 156 refiere que podrá ser embargado hasta el 50% 

del salario en  dos casos en específico, uno de ellos el que nos ocupa, siendo la medida 

para cubrir pensiones alimenticias.  

En vista de las medidas examinadas, es claro para este Tribunal que el Juzgado, aplicó el 

embargo del 20% del salario, ordenó el descuento de diez millones de pesos y también 

decretó la cautela relacionada con las sumas de dineros que el ejecutado posea en sus 

cuentas bancarias, que para este caso fue aplicada sobre la cuenta que éste posee en la 

entidad bancaria Scotiabank Colpatria, lo que genera como consecuencia la retención 

total del salario del demandado, situación que como se analizó va en contravía de los 

presupuestos legales.  

En este punto, se debe advertir que, a pesar de no existir certificación en la que conste 

que la cuenta que posee el ejecutado en la entidad Scotiabank Colpatria corresponde a su 

cuenta de nómina; conforme lo esbozado por la apoderada del accionado y ante la única 

respuesta positiva recibida de las entidades bancarias oficiadas, en el sentido de acatar la 

orden judicial relativa al embargo, al tener el ejecutado vinculación con dicha entidad, se 

tendrá como la única cuenta del accionado, lo que a su vez, permite que se considere 

como la cuenta destinada para recibir el ejecutado su salario.  

Indiscutiblemente, la A-quo decretó medidas cautelares que en la práctica generan 

vulneración a los derechos constitucionales del ejecutado, lo que a su vez limita la 

efectividad de la cautela, en la medida que no le permite al accionado tener la solvencia 

                                                           
3 Corte Constitucional, Sentencia T-891/2013; M.P. Luis Ernesto Vargas Silva  
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económica para cumplir con la obligación. Incluso se debe decir, que el embargo 

impuesto por medio de Auto No. 0030-23 (ver pdf 14 de la Carp de Medidas Cautelares 

de 1era instancia), en busca del cubrimiento de las cuotas alimentarias causadas dentro 

del proceso, no genera efecto jurídico alguno, pues la suma de dinero que se pretende 

embargar ya está bajo las medidas cautelares dispuestas en el Auto 0795-22, y más aún, 

sobrepasa los límites establecidos por el legislador para embargar el salario y las 

prestaciones sociales en este tipo de procesos. En relación a esto se debe agregar como 

acertadamente se dilucidó en escrito de sustentación del recurso, lo resuelto en auto del 

dieciséis (16) de enero, permite la concurrencia de una de las causales para el 

levantamiento del embargo y secuestro contempladas en el Código General del Proceso.   

En efecto, La Jueza de primera instancia, sustentó su postura en lo resuelto por el 

Juzgado Veintisiete de Familia de Bogotá sobre el patrimonio del obligado, sin embargo, 

dejo pasar por alto, que, se entiende por patrimonio “el conjunto de bienes, créditos y derechos de 

una persona y su pasivo, deudas u obligaciones de índole económica.”4, por lo que, lo reconocido por 

este concepto se debe diferenciar de los ingresos del señor Porras, del cual tanto de lo 

discurrido en ese proceso como en este, se tiene como única prueba el salario devengado 

por el demandado en la empresa CLARO, lo que se refleja en sentencia del  veintiuno 

(21) de abril de 2021 proferida por el Despacho Judicial de Bogotá, al expresar que, ñlo que 

da a concluir conforme con las cuantías de gastos por él mismo informadas que además de los ingresos 

salariales, él percibe otros con ocasión de los réditos que obviamente deben generarle las propiedades a su 

nombre.” (Ver pdf 04 del Cuaderno Principal de 1era instancia)., evidenciando 

únicamente inferencias del juzgador, no probadas en el proceso, puesto que, ciertamente 

del acervo probatorio se verifico diferentes propiedades a nombre del ejecutado, más no, 

los ingresos que percibe con ocasión a estas.  

Por consiguiente, se vislumbra en las providencias apeladas defecto por violación directa 

de la Constitución, que de acuerdo con la Corte, se configura “cuando “(a) en la solución del 

caso se dejó de interpretar y aplicar una disposición legal de conformidad con el precedente constitucional, (b) 

se trata de un derecho fundamental de aplicación inmediata, y (c) el juez en sus resoluciones vulneró 

derechos fundamentales y no tuvo en cuenta el principio de interpretación conforme con la 

Constitución”5, al desembocar el desconocimiento de derechos como al mínimo vital, 

debido a su relación directa con el salario, lo que ampliamente ha desarrollado la 

jurisprudencia.   

                                                           
4 Corte Constitucional, Sentencia No. T-553/1993; M.P. Hernando Herrera Vergara 
5 Corte Constitucional, Sentencia T-209 del 2015, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
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Frente a lo anterior no queda más que proceder en esta instancia a corregir los yerros que 

adolece las providencias citadas, que afectan al ejecutado, sin embargo, atendiendo a 

que estamos frente a un proceso cuyos beneficiarios son personas de especial 

protección, habrá que modificar el porcentaje del embargo llevándolo al máximo permitido 

para así no afectar sus derechos. 

A continuación, se estudiará brevemente el segundo reparo alegado por la parte 

demandada, quien supone que la medida decretada sobre las acciones que 

presuntamente posee el señor Porras en la sociedad PORCAL Y CIA S.C.A, no es 

efectiva al derivarse de un vínculo comercial inexistente, lo que fundamenta con un 

certificado expedido por el Representante Legal de la sociedad fechado trece (13) de 

octubre de 2021 (Ver pdf 19 folio 8 de la Carp de Medidas Cautelares de 1era 

instancia), donde se busca constatar que desde el nueve (09) de septiembre del 2009 el 

señor Porras dejó de ser accionista de la misma, al ceder sus acciones. Así las cosas le 

corresponde a este funcionario resaltar que, de lo consignado en el paginario,  no puede 

colegirse, ni existe sustento probatorio veraz que demuestre de manera alguna que, el 

ejecutado, cuenta en la actualidad con las acciones que se les indilga, puesto que, solo 

reposa Certificado de Existencia y Representación Legal de la sociedad, expedido el once 

de (11) de mayo de 2022 (Ver pdf  04 de la Carp 21 de Medidas Cautelares de 1era 

instancia), el cual fue el único soporte allegado por la parte demandante para solicitar la 

cautela, documento que no tiene identidad para soportar esta medida cautelar, por lo 

tanto erró el despacho al decretarla, puesto que toda cautela que se pretenda debe estar 

debidamente soportada. El Despacho de instancia al resolver el recurso de Reposición, 

argumentó que en el plenario no se encuentra acta registrada en el libro de accionistas 

donde se logre constatar la cesión de acciones que se alega, sin embargo, a quien le 

correspondía la carga probatoria, no allego junto a la solicitud de las medidas cautelares 

documento que sostuviera el dicho de ese extremo, en tal sentido, al no obrar en el 

expediente sustento probatorio sobre este tema, no se dilucida la efectividad de lo 

decretado sobre este punto.  

Es menester concluir precisando, que claramente el juzgador está facultado para la 

imposición de medidas cautelares en busca de salvaguardar el cumplimiento de la 

obligación alimentaria, empero, la aplicación de esos instrumentos procesales no debe ser 

de manera indiscriminada, en tanto, podría desembocarse un desconocimiento de 

Derechos Fundamentales. En el caso objeto de estudio, debió tener en cuenta la Jueza 

de Primera Instancia los límites preceptuados para que bajo su propia autonomía y con la 

independencia que caracteriza su proceder decretar medidas cautelares ajustadas a la 

Ley.  
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VI. CONCLUSIÓN 

Corolario de lo anterior, y atendiendo el análisis precedente, no puede ser otra la 

determinación a la cual arribe este Despacho que la de modificar y revocar algunos 

apartes de las providencias apeladas, emitidas el catorce (14) de diciembre de 2022 y el 

dieciséis (16) de enero de 2023 por el Juzgado Primero Promiscuo de Familia de San 

Andrés, Isla. 

VII. DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Magistrado Ponente, 

VIII. RESUELVE 

ARTÍCULO PRIMERO: MODIFICAR el artículo Primero del Auto 0795-22 proferido el 

catorce (14) de diciembre de 2022, por el Juzgado Primero Promiscuo de Familia de San 

Andrés, Isla, el cual quedará de la siguiente forma:  

PRIMERO: Decrétese el embargo y secuestro de sumas de dinero que se encuentren a nombre del 

Señor FRANKLIN DIDIER PORRAS CALA, en cuentas corrientes y/o de ahorro, certificados de 

depósito a término fijo – CDT’S en los bancos: BANCOLOMBIA, BBVA, DAVIVIENDA, BOGOTÁ, 

OCCIDENTE, HELM BANK, POPULAR, AV VILLAS, ITAU, PICHINCHA, SERFINANSA, AGRARIO, 

BANISTMO, CAJA SOCIAL, COOMEVA, FALABELLA, SUDAMERIS y MUNDO MUJER, en 

consecuencia, se dispone oficiar a esas entidades para que procedan de conformidad. 

ARTÍCULO SEGUNDO: LEVANTAR la medida cautelar impuesta sobre la cuenta 

bancaria que posee el Señor Franklin Porras en la entidad financiera Scotiabank 

Colpatria, que fue decretada por el Juzgado Primero Promiscuo de Familia de esta 

localidad, en proveído del catorce (14) de diciembre de 2022. 

PARAGRAFO: El juzgado Primero Promiscuo de Familia de esta localidad deberá en 

cumplimiento a lo señalado en el artículo 11 de la ley 2213 de 2022, oficiar a las entidades 

allí indicadas para la materialización de lo resuelto en esta instancia. 

ARTÍCULO TERCERO: REVOCAR lo decretado en el artículo segundo del Auto N°. 

0795-22 del 14 de diciembre de 2022, en tal sentido, se ORDENA levantar el embargo y 

secuestro decretado sobre las acciones que se encuentren a nombre del demandado en 

la sociedad PORCAL Y CIA S.C.A, al igual que los rendimientos y utilidades que se 

deriven de ellas, por lo expuesto en precedencia.  
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ARTÍCULO CUARTO: MODIFICAR el artículo tercero del Auto N°. 0795-22 del catorce 

(14) de diciembre de 2022 proferido por el Juzgado Primero Promiscuo de Familia de esta 

ínsula, el cual quedará de la siguiente manera:  

TERCERO: Decretar el embargo del 50% del salario y demás prestaciones sociales que perciba el 

ejecutado, el señor FRANKLIN DIDIER PORRAS CALA, identificado con Cédula de Ciudadanía N°. 

80.065.381, como empleado de la sociedad (CLARO COLOMBIA) – COMUNICACIONES CELULAR 

S.A. COMCEL S.A.S, por concepto de las cuotas alimentarias adeudadas y las que en el transcurrir 

del presente proceso se causen.  

ARTÍCULO QUINTO: CONFIRMAR los demás artículos del Auto N°. 0795-22 del catorce 

(14) de diciembre de 2022 proferido por el Juzgado Primero Promiscuo de Familia de esta 

ínsula. 

 
ARTÍCULO SEXTO: REVOCAR el proveído No. 0030-23 del dieciséis (16) de enero de 

2023 proferido por el Juzgado Primero Promiscuo de Familia de esta ínsula, por lo que 

viene expuesto, en consecuencia, se levanta el embargo del salario u honorarios, 

prestaciones y demás emolumentos decretado en el artículo primero de ese auto. 

_Ofíciese en tal sentido al tesorero pagador de CLARO (COLOMBIA) – 

COMUNICACIONES CELULAR S.A. COMCEL S.A.S. 

 
ARTÍCULO SEPTIMO: Abstener de condenar en costas en esta instancia. 

 
ARTÍCULO OCTAVO: Oportunamente remítase el expediente al juzgado de origen para 

el correspondiente archivo, previa anotaciones de rigor. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

JAVIER DE JESÚS AYOS BATISTA 
MAGISTRADO PONENTE 

 

 


